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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de diciembre del año 2016, dos mil dieciséis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 373/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta…, en contra del TESORERO MUNICIPAL del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 24 veinticuatro de junio del año 2013 dos mil trece, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, solicitando la prescripción y como consecuencia la anulación del crédito fiscal… y del embargo practicado sobre bienes de su propiedad. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Requerimiento previo a la admisión de la demanda.

SEGUNDO.- Por auto de fecha 26 veintiséis de junio del año 2013 dos mil trece, previo a acordar sobre la admisión de la demanda se le requirió a la parte actora para que aclarara la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Admisión de la demanda y pruebas.
TERCERO.- El 08 ocho de julio del año 2013 dos mil trece, la parte actora presentó una promoción cumplimentando el requerimiento; y, por auto del día 10 diez del mismo mes y año, se le admitió a trámite la demanda y las pruebas documentales exhibidas a la misma, las que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contestación de la demanda y admisión de pruebas.
CUARTO.- El 02 dos de agosto del año 2013 dos mil trece, el Tesorero Municipal presentó el escrito de contestación de la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 06 seis del mismo mes y año, se le tuvo contestando la demanda, admitiéndosele la prueba documental admitida a la parte actora en el auto de radicación de demanda, la ofrecida y exhibida en su contestación, la que por su naturaleza desahogo en ese momento procesal, así como la prueba presuncional legal y humana en lo que lo beneficie, fijándose además fecha y hora para la celebración de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Audiencia de alegatos.

QUINTO.- El 21 veintiuno de agosto del año 2013 dos mil trece, a las 11:00 once horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, dándose cuenta al juez del escrito de alegatos presentado por el autorizado de la autoridad demandada y se le tuvo presentando el escrito de alegatos, además se les hizo saber a las partes que se dictaría sentencia en cuanto las labores del juzgado lo permitan, por lo que se procede a emitir el fallo que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de éste Juzgado.
PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en vigor; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos imputados al Tesorero Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Precisión y existencia del acto impugnado.
SEGUNDO.- Que realizando un estudio integral de la demanda y su anexos, como un todo, se determina que la parte actora impugna la resolución emitida por el Tesorero Municipal en el cual determinó improcedente la prescripción del crédito…; cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa  administrativa  con  el  original del oficio…, el que forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia, sobreseimiento y excepciones.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del proceso, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Tesorero Municipal, en la contestación de demanda, opone las siguientes excepciones y defensas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción de falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora como sujeto pasivo del impuesto predial si cuenta con interés jurídico para impugnar la negativa de la prescripción, toda vez que se encuentran dirigidos hacia su persona y como destinatario del acto combatido está en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza  la  causal  de  improcedencia  prevista  en la fracción I del artículo 261 del 
citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

La excepción Non Mutatio Libelli, para el efecto de una vez desahogada la etapa de contestación de demanda, las posibles modificaciones no sean consideradas, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que el citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, permite modificar la materia litigiosa, cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, incurrirá en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la ineficacia de las excepciones y defensas, y además estimando que de autos no se advierte que se actualiza ninguna causal de las previstas en el citado artículo 261 y que no se configura ninguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Análisis del quinto concepto de impugnación.

CUARTO.- Que el actor en el hecho 05 cinco de la demanda expresa concepto de impugnación alegando en lo toral que el Tesorero Municipal no obra de de buena fe, puesto que el último requerimiento que se le hizo para el pago de la multa fue el 22 veintidós de febrero de 2008 dos mil ocho, lo que se desprende de la simple lectura del acta de mandamiento de ejecución que en copia al carbón acompaño a la demanda; que basta computar la fecha 22 veintidós de febrero de 2008 dos mil ocho al 04 cuatro de Abril de 2013 dos mil trece y han transcurrido más de 5 años para que opere la prescripción del crédito fiscal reclamado, pues no se trata de simples notificaciones sin fecha; que el C. Tesorero en su escrito de fecha 02 de Mayo, actúa contrario a derecho, únicamente narra que se hicieron gestiones para el cobro del crédito fiscal y que fueron debidamente notificadas, sin mencionar en que fechas fueron hechas, violando lo dispuesto por el artículo 62 de la Ley de Hacienda para los Municipio del Estado de Guanajuato, que invoca como fundamento en su escrito del 02 de Mayo del año 2013 dos mil trece, para negar la prescripción del crédito aludido y de los requisitos señalados en este artículo deberá existir constancia por escrito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tanto, la autoridad en la contestación de demanda respecto a este concepto de agravio aduce en lo esencial que el crédito fiscal que se le determinó, no ha prescrito, en virtud de que: el 08 ocho de enero de 2008 dos mil ocho, se le notificó al actor, el documento determinante del crédito fiscal…, se le notificó al accionante requerimiento de pago; en fecha 26 de marzo del mismo año, … se le requirió de pago y se le practicó embargo, mediante mandamiento de ejecución de fecha 05 cinco de marzo de 2008 dos mil ocho; y, el 13 de febrero de 2013 dos mil trece, se le requirió de pago y se le practicó embargo, mediante mandamiento de ejecución, de fecha 18 de enero de ese año; documentos que anexa a la contestación de demanda, por lo que no ha transcurrido el término que establece el artículo 60 de la invocada Ley de Hacienda, por ende, el crédito fiscal continua vigente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO este concepto de impugnación, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el oficio…, signado por el Tesorero Municipal, se resolvió que resulta improcedente la prescripción del crédito fiscal…, en virtud de que se efectuaron gestiones de cobro, mismas que fueron debidamente notificadas, en las cuales se señalaba el adeudo de dicho crédito, haciéndose evidente que al momento de que se notificaron dichos actos se hace sabedor de la existencia de tal crédito y se concluye que queda interrumpida la prescripción; que al existir actos de autoridad en los cuales queda constancia de la notificación del crédito fiscal, además se puntualiza que el adeudo deriva desde el 17 diecisiete de octubre de 2007 dos mil siete, se ve interrumpida la misma, por tal motivo resulta improcedente lo  señalado  por  el promovente,  de  conformidad  con  el  artículo  62  de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el anterior contexto, la autoridad en la contestación de la demanda sostiene que el 26 veintiséis de marzo de 2008, le requirió de pago al demandante y se le practicó embargo, mediante la cumplimiento del mandamiento de ejecución, emitido el día 05 cinco del mismo mes y año, y además que el 13 de febrero de 2013 dos mil trece, se requirió de pago al actor, practicándosele embargo, mediante mandamiento de ejecución dictado el 18 dieciocho de enero de ese año, por lo que a la fecha de esta última gestión de pago no ha transcurrido el término establecido en el artículo 60 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Mientras que el impetrante reconoce en forma expresa que la última gestión de cobro le fue realizada el 22 veintidós de febrero de 2008 dos mil ocho, por lo que al 04 cuatro de abril de 2013 dos mil trece, han transcurrido más de 5 cinco años, operando la prescripción del crédito fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, en el sumario obra el mandamiento de ejecución del 05 cinco de marzo de 2008 dos mil ocho y acta de embargo practicada el día 26 veintiséis de marzo de la misma anualidad y el mandamiento de ejecución de fecha 18 dieciocho de enero de 2013 dos mil trece y acta de embargo levantada el día 13 trece de febrero de ese año, todos relacionados con el crédito fiscal número 0844953, documentos desconocidos por el actor, en virtud de que las actas de embargo fueron practicadas con terceras personas y no de manera personal con el justiciable, por esta razón es menester analizar de oficio si estos actos fiscales se encuentran apegados a derecho, ello en razón de que el juzgador se encuentra constreñido a suplir la queja deficiencia planteada en la demanda, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 301, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que el monto del crédito fiscal no excede la cantidad que resulta de multiplicar por 150 ciento cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Entidad, numeral que en lo conducente dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 301.- El juzgador deberá suplir la queja deficiente planteada en la demanda, cuando:
III.- El asunto planteado no rebase la cantidad de multiplicar por ciento cincuenta el salario mínimo general diario vigente en el Estado.”
De esta manera, el acta de embargo en fecha 13 trece de febrero de 2013 dos mil trece, fue levantada sin cumplir las formalidades exigidas por el artículo 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, ya que la autoridad se limita a exhibir a este proceso administrativo el citatorio de fecha 12 de febrero de 2013 dos mil trece, omitiendo aportar el acta circunstanciada que debió haber levantado en forma escrita, previo cercioramiento de que el domicilio del destinatario del mandamiento de ejecución -actor-, es el lugar en que se constituyó el notificador, el día que dejó el referido citatorio, conforme a lo señalado por el artículo 81, último párrafo, de la citada Ley de Hacienda, numeral que establece: . . 

“ARTÍCULO 81.- Cuando la notificación se efectúe personalmente, se entenderá con la persona que deba ser notificada o su representante legal, a falta de ambos el notificador, cerciorado de ser el domicilio designado o establecido por la Ley para efectos fiscales dejará citatorio con cualquier persona que se encuentre en el domicilio, para que se le espere a una hora fija del día siguiente.

Si la persona citada o su representante legal no atendieran el citatorio, se practicará la diligencia con quien se encuentre en el domicilio o en su defecto con su vecino.

En el momento de la notificación se entregará al notificado o a la persona con quien se entenderá la diligencia, copia del documento a que se refiere la notificación.

De las diligencias en que conste la notificación o cita, el notificador levantará acta circunstanciada, por escrito.”

Es así que, en el caso de la citada acta de embargo 13 trece de febrero, se desprende que esta diligencia se entendió con un empleado, ello sin que se asentara en la misma que antecedió el respectivo citatorio dirigido al destinatario, para dar seguridad jurídica al actor; siendo anterior así, el acta en la que se hace constar la diligencia de embargo, levantada el 13 trece de febrero de 2013 dos mil trece, resulta ilegal, en virtud de que no se entendió de manera personal con el justiciable, pues en dicha diligencia es donde se le da conocer el mandamiento de embargo, ya que la notificación no se realizó conforme a las formalidades establecidas por el artículo 81 de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios, por tanto, al ser procedente la declaración de su nulidad, resulta que la gestión de cobro del crédito fiscal que nos ocupa ahora, nunca surtió efectos jurídicos frente al actor, en consecuencia, si no se dio conocer formalmente el mandamiento de embargo de fecha 05 de marzo de 2008 dos mil ocho, suscrito por el Director de Ejecución, entonces se encuentra afectado de nulidad. . . . . . . . . . . . . 
De igual forma, el acta de embargo levantada el 26 veintiséis de marzo del año 2008 dos mil ocho, se aprecia que el notificador o ministro ejecutor no la practicó de manera personal con la parte actora e incumplió con las formalidades contempladas por el citado artículo 81, toda vez que la diligencia se entendió con una persona que se ostentó como encargada, por tanto, no tenía el carácter  representante legal del actor, de ese modo, al no encontrar en el domicilio al destinario del mandamiento de ejecución, el ministro ejecutor se encontraba obligado a dejarle citatorio para que lo esperara al día siguiente a una hora determinada y a levantar un acta circunstanciada, con previo cercioramiento de que el lugar donde se constituyó es el domicilio del deudor y, a su vez, hacer constar la constar la diligencia relativa a la cita, en los términos exigidos por el pluricitado artículo 81, lo que no aconteció, ya que de las constancias que obran en esta causa no existe el acta ni el citatorio respectivo; por consiguiente, es ilegal y se encuentra afectada de nulidad, resultando que la gestión de cobro del crédito fiscal, nunca surtió efectos jurídicos frente al actor, de esa forma, si no se dio conocer formalmente el mandamiento de embargo de fecha 18 dieciocho de enero de 2013 dos mil trece, suscrito por el Director de Ejecución, entonces se encuentra afectado de nulidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, no le asiste la razón a las autoridad demandada, ya que en autos no se acreditó la existencia de una gestión de cobro del crédito fiscal,  en el periodo que comprende del día 23 veintitrés de febrero de 2008 dos mil ocho al 04 cuatro de abril del 2013 dos mil trece, por lo que, en esas condiciones, no se interrumpió la prescripción, pues la autoridad no acreditó la existencia de alguno de los supuestos jurídicos previstos en el artículo 62 de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios, numeral que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo 62.- La prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro del acreedor, notificada o hecha saber al deudor o por el reconocimiento de éste, expreso o tácito, respecto de la existencia de la obligación de que se trate. De los requisitos señalados en este artículo deberá existir constancia por escrito.” 

Bajo esta tesitura, de acuerdo a lo  señalado por  los  artículos 46, 55, 56, 58  y 60 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, los créditos fiscales Municipales se extinguen por: el pago, la compensación, la condonación, la cancelación y la prescripción; de manera que en la especie se abordará la institución jurídica de la prescripción, conforme a lo argumentado por el actor en el conceptos de impugnación invocado en la demanda; pues, la prescripción constituye una forma de extinción del crédito fiscal por el simple transcurso del tiempo, esto es, por el mero paso de 05 cinco años. . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 60 de la aludida Ley de Hacienda para los Municipios, el crédito fiscal se extingue por prescripción en el término de cinco años, plazo contado a partir del día hábil siguiente al en que se realizó la gestión de cobro -sábado 23 veintitrés de febrero de 2008 dos mil ocho-, esto es, del día lunes 25 de ese mes y año, pues se interrumpió el plazo de la prescripción del crédito fiscal que nos ocupa ahora y continuo al siguiente hábil día hasta cumplirse los 5 años previstos en el citado artículo 60, numeral que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 60.- Los créditos fiscales se extinguen por prescripción en el término de 5 años. En el mismo término se extingue también por prescripción, la obligación del Fisco de devolver las cantidades pagadas indebidamente.
La  prescripción  del  crédito  principal  extingue  simultáneamente  los  recargos  y los 
gastos de ejecución.

La prescripción se inicia a partir de la fecha en que el crédito fiscal pueda ser legalmente exigido y será declarado por las autoridades fiscales a petición del interesado.”

Como se aprecia en el primer párrafo de este numeral, la prescripción de un crédito fiscal opera en el término de 5 cinco años y partiendo de la premisa de que ya existe un crédito fiscal proveniente de la imposición de una multa por la comisión de una falta administrativa…, integrado por los siguientes conceptos: … multa administrativa y … gastos de ejecución; en esas condiciones, el referido crédito fiscal ya era exigible y el plazo de la prescripción empezó a computar en términos señalados en el párrafo que antecede. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido y tomando en cuenta que el término de 5 cinco años para la prescripción extintiva del crédito fiscal impugnado, inicio el día lunes 25 veinticinco de febrero del año 2008 dos mil ocho y concluyo el lunes 25 veinticinco de febrero del año 2013 dos mil trece, por tanto, contrario a la estimación de la autoridad demandada, en la especie, se extinguió dicho crédito por el simple transcurrido de ese lapso de tiempo fijado en el artículo 60 de la pluricitada Ley de Hacienda; lo anterior, porque la autoridad volvió a realizar nueva gestión de cobro del crédito fiscal hasta el 04 de abril del año 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto se precisa que el plazo se prevé en años y de acuerdo a lo estipulado por el artículo 85, párrafos tercero y cuarto, de la multireferida Ley de Hacienda, el plazo vence el mismo día hábil del siguiente año de calendario, a aquél en que se inició, numeral que en lo conducente establece: . . . . . . .  . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 85.- En los plazos fijos en días por las disposiciones generales, o por las autoridades, se computarán sólo los hábiles.

…
Cuando los plazos se fijen por mes o por año, sin especificar que sean de calendario, se entenderá que en el primer caso el plazo constituye el mismo día del mes de calendario posterior a aquél en que se inició el segundo, el término vencerá el mismo día del siguiente año de calendario a aquél en que se inició. En los plazos que se fijen por mes o por año cuando no exista el mismo día en el mes de calendario correspondiente, el término será el primer día hábil del siguiente mes del calendario.

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, el último día del plazo o en la fecha determinada, las oficinas ante las que se vaya a hacer el trámite permanecen cerradas durante el horario normal de labores o se trate de un día inhábil, se prorrogará el plazo hasta el siguiente día hábil. Lo dispuesto en este artículo es aplicable, inclusive cuando se autorice a las instituciones de crédito para recibir declaraciones.

…”

En esas condiciones, la resolución emitida en el oficio…, es ilegal, ya que contrario a lo determinado en la misma, el crédito fiscal cobrado se encuentra prescrito por tanto, se afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulnera en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 60 de la aludida Ley de Hacienda para los Municipios; por consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de decretarse la nulidad total de la resolución que consta en el oficio…, suscrito por el entonces Tesorero Municipal de León, Guanajuato, a través del cual en su único punto resolutivo se declara improcedente la prescripción del crédito fiscal…, para el efecto de que el Tesorero declare la nulidad del crédito fiscal…, integrado por … la multa administrativa y gastos de ejecución. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así tenemos que respecto a los actos fiscales que adelante se expresan, se suple la queja deficiente planteada en la demanda, en razón de que el monto de la multa controvertida no excede de la cantidad que resulta de multiplicar por 150 veces el salario mínimo general diario vigente en la Entidad, según lo estipulado por el artículo 301, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De ese modo, resulta evidente que se encuentran afectados de nulidad los siguientes actos fiscales: el mandamiento de embargo de fecha 05 de marzo de 2008 dos mil ocho, suscrito por el Director de Ejecución y el acta de embargo levantada el 26 veintiséis de marzo del mismo año, así como del mandamiento de embargo de fecha 18 dieciocho de enero de 2013 dos mil trece, suscrito por el Director de Ejecución y del acta de embargo levantada el 13 trece de febrero de ese año; en consecuencia, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción V, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho al actor para que se en su caso la autoridad realice las gestiones necesarias para cancelar la inscripción del embargo del Registro Público de la Propiedad e informe a este Juzgado el cumplimento de esta sentencia; ello es así, por la ilegalidad de la notificación del último acto de gestión y por apoyarse en un crédito fiscal sobre el que ha operado la prescripción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Estudio innecesario de los demás argumentos expresados.

QUINTO.- Que la argumentación esgrimida del concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás argumentos esgrimidos en el capítulo de hechos de la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS  DE  VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al 
examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el este proceso. . . . . . . .  . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución que consta en el oficio…, suscrito por el entonces Tesorero Municipal de León, Guanajuato, a través del cual en su único punto resolutivo se declara improcedente la prescripción del crédito fiscal…; lo anterior, para el efecto de que el Tesorero declare la nulidad del crédito fiscal…, integrado por los siguientes conceptos: … multa administrativa y gastos de ejecución; por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de ésta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del mandamiento de embargo de fecha 05 de marzo de 2008 dos mil ocho, suscrito por el Director de Ejecución y el acta de embargo levantada el 26 veintiséis de marzo del mismo año, así como del mandamiento de embargo de fecha 18 dieciocho de enero de esa anualidad, suscrito por el Director de Ejecución y del acta de embargo levantada el 13 trece de febrero del mismo año; y, en su caso la autoridad realice las gestiones necesarias para cancelar la inscripción del embargo del Registro Público de la Propiedad e informe a este Juzgado el cumplimento de esta sentencia; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de este fallo. . .  . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .
